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Resolución 077/2020, de 17 de junio, de la Titular del Órgano Administrativo 

de Recursos Contractuales de la Comunidad Autónoma de Euskadi / Euskal 

Autonomia Erkidegoko Kontratuen inguruko Errekurtsoen Administrazio 

Organoaren titularra, en relación con el recurso especial en materia de 

contratación interpuesto por AON GIL Y CARVAJAL, S.A. CORREDURÍA DE 

SEGUROS, SOCIEDAD UNIPERSONAL contra los pliegos del contrato 

“Servicios de mediación de seguros y corretaje de riesgos y seguros para 

Transportes Urbanos de Vitoria, S.A. (TUVISA)”, tramitado por Transportes 

Urbanos de Vitoria, S.A. (TUVISA).

I.- ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO: Con fecha 13 de marzo se ha presentado en el registro del Órgano 

Administrativo de Recursos Contractuales de la Comunidad Autónoma de 

Euskadi / Euskal Autonomia Erkidegoko Kontratuen inguruko Errekurtsoen 

Administrazio Organoa (en adelante, OARC / KEAO) el recurso especial en 

materia de contratación interpuesto por AON GIL Y CARVAJAL, S.A. 

CORREDURÍA DE SEGUROS, SOCIEDAD UNIPERSONAL (en adelante, AON 

GIL Y CARVAJAL) contra los pliegos del contrato “Servicios de mediación de 

seguros y corretaje de riesgos y seguros para Transportes Urbanos de Vitoria, 

S.A. (TUVISA)”, tramitado por Transportes Urbanos de Vitoria, S.A. (TUVISA).

SEGUNDO: La copia del expediente de contratación y del informe al que se 

refiere el artículo 56.2 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 

Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las 

Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 

26 de febrero de 2014 (en adelante, LCSP) fueron solicitadas por este OARC / 

KEAO el 13 de marzo y remitidas por el poder adjudicador el 8 de mayo. No 

obstante, el procedimiento de recurso especial quedó suspendido por aplicación 
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de lo dispuesto en la Disposición adicional tercera del Real Decreto 463/2020, 

de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la 

situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19; suspensión que ha sido 

levantada por el artículo 9 del Real Decreto 537/2020, de 22 de mayo con efectos 

desde el 1 de junio de 2020.

TERCERO: Mediante Resolución B-BN 12/2020, de 3 de junio, de este OARC / 

KEAO se ha adoptado la medida provisional de suspensión del procedimiento de 

adjudicación.

CUARTO: No constan en el procedimiento interesados diferentes al recurrente 

y al poder adjudicador.

II.- FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO: Legitimación y representación

Consta en el expediente la legitimación de la recurrente, por ser una empresa 

que, según se deriva de su objeto social, actúa en el mercado ofreciendo los 

servicios demandados por el contrato que se impugna. Asimismo, consta la 

representación de doña B.B-G.S., que actúa en su nombre.

SEGUNDO: Inclusión del contrato en el ámbito objetivo del recurso 

especial

Según el artículo 44.1 a) de la LCSP, son susceptibles de recurso especial los 

contratos de servicios cuyo valor estimado sea igual o superior a 100.000 euros.

TERCERO: Impugnabilidad del acto

Según el artículo 44.2 a) de la LCSP son objeto de recurso especial los pliegos 

que rigen la licitación del contrato.
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CUARTO: Interposición del recurso en tiempo y forma

El recurso ha sido interpuesto en tiempo y forma. 

QUINTO: Régimen jurídico del poder adjudicador

En cuanto al régimen jurídico aplicable, Transportes Urbanos de Vitoria, S.A. 

(TUVISA) tiene la condición de poder adjudicador, aunque no de Administración 

Pública, según el artículo 3 de la LCSP.

SEXTO: Alegaciones del recurso

Las alegaciones del recurso son, en síntesis, las siguientes:

a) Los criterios de adjudicación desarrollados en el apartado 7.1.2 del Pliego de 

cláusulas administrativas particulares (en adelante, PCAP), “Acciones de 

Prevención de Siniestralidad en la flota” y en el apartado 7.1.3 del PCAP 

“Experiencia en la gestión de Pólizas de seguros de Circulación de los Autobuses 

de transporte urbano de viajeros/as” valoran la experiencia de los licitadores, que 

no puede ser criterio de adjudicación. Tampoco se cumplen los requisitos que 

establece el artículo 145.2.2º de la LCSP para valorar la experiencia, ya que el 

servicio a realizar no tiene la consideración de intelectual, se está considerando 

el mismo criterio, tanto en la valoración de la oferta como en la acreditación de 

la solvencia y los referidos criterios no aportan valor adicional o diferencia a la 

propuesta del licitador.

b) La licitación es de un único lote cuando la prestación alcanza objetos 

diversos. La escueta justificación hace referencia a “disfunciones graves”, sin 

referir cuales serían, siendo la práctica común la contratación del servicio de 

mediación por tipo de riesgo. La no división se justifica, además, en que limita en 

lo posible las subidas de primas, pero en la cláusula 23 se establece que no se 

permite la revisión de precios. 
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c) La pretensión del recurso es la de que se anulen los criterios de valoración 

y se proceda a una licitación por lotes de las diferentes prestaciones.

SÉPTIMO: Alegaciones del poder adjudicador

El poder adjudicador alega, en síntesis, lo siguiente:

a) El espíritu de los pliegos es establecer una solvencia a la empresa que 

resulte adjudicataria, siendo esta solvencia de mínimos. Como adicional, se tiene 

en cuenta como criterio de valoración la experiencia del equipo vinculado al 

contrato. La normativa y la jurisprudencia, así como el TACRC admiten que la 

experiencia del personal sea tenida en cuenta a efectos de valoración. En este 

sentido, las funciones a desarrollar corresponden a las de un servicio de 

asesoramiento global en todas las fases de la contratación de las pólizas de 

seguro. Resulta obvio que las personas integrantes del equipo adscrito han de 

trabajar con su know-how, su formación y experiencia, por lo que la calidad del 

personal adscrito afecta de manera significativa a una mejor ejecución del 

contrato.

b) En lo que respecta a la alegación de que la experiencia no puede ser 

considerada un criterio de valoración de las propuestas se alega que la 

valoración de la experiencia en la prevención de la siniestralidad (cláusula 7.1.2 

del PCAP) se basa en la elevada siniestralidad de la flota, que se ha 

incrementado en los últimos años, con lo que ello conlleva de incremento de las 

futuras primas de las pólizas y el coste interno de tiempo y personal por la gestión 

de las contingencias. Por su parte, la experiencia en la gestión de pólizas en 

seguros de circulación de autobuses de transporte urbano (cláusula 7.1.3 del 

PCAP) se justifica en su complejidad. De hecho, son pocas las compañías que 

aseguran pólizas de transporte urbano.

c) En la cláusula 2 del PCAP se justifica la razón por la que no se divide el 

contrato en lotes y se basa en razones de eficiencia técnica ya que supervisar 

todo lo que el contrato conlleva es arduo, el objeto de la licitación es el servicio 
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de mediación para la cobertura de riesgos y seguros y no sólo se está 

contemplando la gestión de las pólizas y los pliegos se basan, en parte, en los 

de una licitación del Ayuntamiento de Logroño, en la que se licitó y adjudicó por 

un único lote resultando adjudicataria la ahora recurrente AON GIL Y 

CARVAJAL. El recurrente no ha alegado ni acreditado arbitrariedad, ni 

vulneración de los principios de igualdad, libre concurrencia o no discriminación. 

El argumento de que la no división del contrato en lotes limita la subida de las 

primas nada tiene que ver con la revisión de precios sino con que no se revisarán 

los porcentajes de comisión de los mediadores.

OCTAVO: Apreciaciones del OARC / KEAO

Son dos las pretensiones del recurrente: la anulación de los criterios de 

adjudicación relacionados en las cláusulas 7.1.2 y 7.1.3 del PCAP y que se 

proceda a una nueva licitación del contrato en el que su objeto se fraccione en 

lotes. 

Los criterios de adjudicación que el recurrente pretende que se anulen se hallan 

redactados de la siguiente forma en el PCAP:

7.1. Criterios de valoración cuantificables matemáticamente (Criterios Económicos): hasta 

60 puntos

La valoración se realizará de la siguiente forma:

(…)

7.1.2. Acciones de Prevención de siniestralidad en la flota. Se valorará con hasta 10 puntos a la 

oferta que acredite una mayor experiencia en asegurar vehículos destinados exclusivamente al 

Transporte Urbano de Viajero/as). Se aportarán Declaraciones originales de empresas de 

transporte Urbano de Viajeros, en que se acrediten haber recibido en los 3 últimos años por parte 

de la correduría acciones de prevención de siniestralidad de la Flota, indicando el nombre de la 

acción y el periodo de duración de la misma. Así pues, se valorará con 5 puntos a la oferta con 

mayor número de acreditaciones, con 0 puntos a la que menos, y al resto de manera 

proporcional.

7.1.3. Experiencia en la gestión de Pólizas de seguros de Circulación de los Autobuses de 

transporte urbano de viajeros/as. Se valorará la Capacidad de gestión comercial en el sector: el 

mediador deberá indicar una relación del número de vehículos destinados exclusivamente al 
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Transporte Urbano que intermedia a nivel nacional, y las empresas a las que pertenecen, con el 

objeto de otorgar un máximo de 10 Puntos a la oferta que garantice una mayor experiencia en 

este sentido, en la fecha de la presentación de ofertas. Así pues, se valorará con 10 puntos a la 

oferta que acredite el mayor número de autobuses gestionados, con 0 puntos a la que menos, y 

al resto de manera proporcional.

Con ocasión de un recurso especial previo al que nos ocupa interpuesto contra 

las citadas cláusulas por la entidad EUROMEX CORREDURÍA DE SEGUROS 

INTEGRAL, S.L. sobre la base de unos argumentos impugnatorios 

sustancialmente iguales a los expuestos en el recurso que ahora nos ocupa, 

resuelto por la Resolución 076/ 2020, de 17 de junio, de este OARC / KEAO, se 

han anulando los citados criterios y cancelando la licitación por lo que la 

argumentación contenida en dicha resolución resulta igualmente válida para la 

resolución de este recurso. 

a) La experiencia realmente valorada en las cláusulas impugnadas

Se observa que tanto el recurso como el informe del poder adjudicador 

interpretan de forma diferente el contenido de las cláusulas impugnadas, pues 

mientras el primero afirma que no cabe valorar la experiencia del licitador como 

criterio de adjudicación, el segundo, en algunos puntos de su informe, apunta a 

que la experiencia lo es del personal adscrito a la realización del servicio. Sin 

perjuicio del desarrollo de esta cuestión que se efectuara en el apartado b), se 

puede adelantar que la valoración en el procedimiento de adjudicación de la 

experiencia del licitador en abstracto y la del personal adscrito a la ejecución del 

contrato se efectúan en fases diferenciadas y obedecen a finalidades diferentes 

por lo que procede fijar, antes que nada, cuál es el aspecto de la oferta evaluable 

según la redacción de dichas cláusulas.

En primer lugar, se aprecia que la cláusula 7.1.2 del PCAP evalúa la experiencia 

obtenida en las “Acciones de prevención de siniestralidad de la flota” y, según la 

dicción literal del criterio, quien debe acreditarla es la correduría, siendo el medio 

probatorio solicitado para evaluar este criterio de forma matemática las 

“Declaraciones originales de empresas de transporte urbano de viajeros”. Por su parte, el 
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criterio de adjudicación desarrollado en la cláusula 7.1.3 pretende valorar la 

Capacidad de gestión comercial en el sector y a tal efecto evalúa la experiencia en la 

gestión de pólizas de seguros de circulación de autobuses de transporte urbano 

de viajeros/as, y la valoración recae sobre el número de vehículos intermediados 

a nivel nacional. Habida cuenta que la intermediación únicamente la puede 

acreditar quien goza de la aptitud para realizar la actividad de distribución de 

seguros (artículo 128 en relación con el artículo 135.1.b) del Real Decreto-ley 

3/2020, de 4 de febrero, de medidas urgentes por el que se incorporan al 

ordenamiento jurídico español diversas directivas de la Unión Europea en el 

ámbito de la contratación pública en determinados sectores; de seguros 

privados; de planes y fondos de pensiones; del ámbito tributario y de litigios 

fiscales), el criterio de adjudicación, aunque su literalidad no lo exprese, 

únicamente se puede referir a la experiencia del corredor que licite el contrato, 

no a la del personal adscrito a la ejecución. 

En segundo lugar, ha de tenerse en cuenta que el PCAP cuando quiere valorar 

la experiencia del personal que el licitador se compromete a adscribir a la 

ejecución del contrato lo manifiesta de forma expresa, tal y como se aprecia en 

los criterios de adjudicación de la cláusula 7.2 en los que se valora, entre otros 

aspectos, la cualificación y experiencia del personal adscrito en el Diseño del 

Plan de Gestión de Riesgos y Seguros y en el Diseño del Plan de Gestión y 

Tramitación de siniestros y reclamaciones; mención que no figura en las 

cláusulas impugnadas. 

Consecuentemente, la valoración de los criterios de adjudicación impugnados se 

refiere a la experiencia de los licitadores en general y no a la del personal que 

se adscriba a la ejecución del contrato.

b) Sobre la experiencia del licitador como criterio de adjudicación

Como es bien conocido, la verificación de la aptitud de los contratistas para 

ejecutar el contrato que se ha de adjudicar y la adjudicación del contrato son dos 

operaciones diferentes que se rigen por normas diferentes (STJUE asunto C-
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31/87, sentencia Beentjes, EU:C:1988:422, apartados 15 y 16). Así, los criterios 

de selección cualitativa están vinculados, en esencia, a la apreciación de la 

aptitud de los licitadores para ejecutar el contrato (STJUE asunto C-532/06, 

sentencia Lianakis, EU:C:2008:40, apartados 30 a 32), mientras que los criterios 

de adjudicación deben estar dirigidos a identificar la oferta más ventajosa 

económicamente (apartado 19 sentencia Beentjes). Ello implica que se excluyan 

como «criterios de adjudicación» aquellos que no van dirigidos a identificar la 

oferta económicamente más ventajosa, sino que están vinculados, en esencia, 

a la apreciación de la aptitud de los licitadores para ejecutar el contrato en 

cuestión (apartado 30 sentencia Lianakis). Por esta razón, el artículo 145.2, 

párrafo segundo, de la LCSP, dispone que los criterios de adjudicación estén 

vinculados al objeto del contrato y posibilita el fijar como criterio de adjudicación 

La organización, cualificación y experiencia del personal adscrito al contrato que vaya a ejecutar 

el mismo, siempre y cuando la calidad de dicho personal pueda afectar de manera significativa 

a su mejor ejecución; criterio de adjudicación respecto del cual este OARC / KEAO 

ha manifestado con anterioridad (ver, en este sentido, la Resolución 189/2019) 

que no se restringe a las prestaciones de carácter intelectual, pero sí que exige 

que la calidad del personal adscrito al contrato pueda afectar «de manera 

significativa» a su mejor ejecución.

Trasladado todo lo anteriormente señalado a los criterios de adjudicación 

impugnados, se observa que valoran la capacidad del licitador para ejecutar el 

contrato, pero no están dirigidos a evaluar la oferta concreta de ejecución del 

contrato en orden a seleccionar la oferta económicamente más ventajosa. En 

particular, el criterio de adjudicación Acciones de Prevención de siniestralidad en la flota, 

valora las acciones realizadas por el licitador para otras empresas puntuando a 

tal efecto una determinada experiencia acumulada en el pasado, pero ni solicita 

ni valora la propuesta de acciones para la flota de TUVISA en cuyo 

aseguramiento va a intermediar. Por su parte, el criterio desarrollado en la 

cláusula 7.1.3 del PCAP pretende evaluar la Capacidad de gestión comercial 

puntuando a tal efecto el número de vehículos en los que se ha intermediado, lo 

cual únicamente podrá ser acreditado por el licitador y, al igual que ocurre con la 

experiencia, no se trata de un criterio orientado a valorar un aspecto de la oferta 
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contractual sino la capacidad genérica del licitador para ejecutar el contrato. A 

este respecto, se ha de tener en cuenta que conforme al artículo 58.1 de la 

Directiva 2014/24/UE sobre contratación pública, a cuya transposición obedece 

la LCSP, los poderes adjudicadores solo podrán imponer los criterios de 

selección referidos a la habilitación, a la solvencia económica y financiera y a la 

capacidad técnica y profesional como requisitos de participación, lo que descarta 

que puedan ser formulados como criterios de adjudicación.

Finalmente, procede señalar que el poder adjudicador no se puede amparar en 

el supuesto del artículo 145.2. 2º de la LCSP, ya que no se evalúan por los 

criterios impugnados ni la organización ni la cualificación y experiencia del 

personal adscrito, que son objeto de valoración en los criterios de adjudicación 

sujetos a juicio de valor. En definitiva, se valora una característica del licitador, 

propio de la solvencia y valorable como requisito de participación pero que no 

puede ser criterio de adjudicación.

c) Sobre la no división del contrato en lotes

La justificación que obra en la cláusula 2 del PCAP sobre la no división en lotes 

del contrato es la siguiente:

NECESIDADES A SATISFACER 

El contrato, responde a la necesidad de TUVISA de recibir por parte de una única empresa, 

asesoramiento y asistencia técnica especializada del máximo nivel para la identificación y 

análisis de sus riesgos, propuesta de elaboración de pliegos, búsqueda de la máxima 

concurrencia en los procedimientos de licitación, elaboración de propuestas de informes de 

valoración objetiva de ofertas, puesta en marcha de las coberturas de seguro y gestión de los 

contratos de seguro privados que requiera TUVISA, garantizando en todo momento una 

comunicación de la información completa y fluida. 

NO DIVISIÓN EN LOTES 

Lo que se pretende con este contrato es disponer de un asesoramiento integral, que englobe 

todos los riesgos y valore todas las contingencias, maximizando así la eficacia de cada seguro y 

limitando de esta manera en lo posible las subidas de las primas. Entendemos que resulta 

claramente desaconsejable la división en Lotes del contrato, ya que, la totalidad de los servicios 
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inherentes al objeto del contrato están íntimamente relacionados entre sí, y su separación 

indefectiblemente produciría disfunciones graves en la gestión y en la prestación de los servicios.

Sobre la división por lotes, este Órgano ya ha indicado en ocasiones anteriores 

(ver, por ejemplo, la Resolución 182/2019) que la decisión de adjudicar o no el 

contrato por lotes, así como la elección de los criterios con los que se estructure 

ésta (territoriales, funcionales, etc.) en el caso de que se opte por la partición, se 

insertan dentro de la facultad discrecional que asiste al poder adjudicador para 

configurar el objeto del contrato de la forma que estime más adecuada para la 

satisfacción del interés general (ver, por todas, la Resolución 136/2018 del 

OARC / KEAO). Como todas las potestades discrecionales, tiene un núcleo 

susceptible de control legal que la limita y que permite a los operadores jurídicos 

(singularmente, a este OARC / KEAO) emitir un juicio en Derecho sobre su 

concreto ejercicio; en este núcleo figuran, por citar los elementos más relevantes 

para el caso estudiado, el fondo parcialmente reglado de la potestad y el respeto 

a los principios generales del Derecho y, en especial, a los recogidos en el 

artículo 1 de la LCSP, entre los que se encuentra el análisis de si la configuración 

elegida es arbitraria porque carece de una razón objetiva que la justifique y tiene 

como propósito perjudicar o beneficiar a ciertos licitadores (ver, en este sentido 

la Resolución175/2018 del OARC / KEAO). En cuanto al fondo parcialmente 

reglado, hay que señalar que la división del contrato en lotes, que la LCSP 

considera ahora como la opción preferente (ver el artículo 99.3 de la LCSP y, por 

ejemplo, la citada Resolución 136/2018) es, en cierto sentido, una excepción a 

la clásica regla de prohibición del fraccionamiento del objeto del contrato 

contenida ahora en el artículo 99.2 de la LCSP. El fundamento de la excepción 

radica, en primer lugar, en que la división en lotes no altera drásticamente las 

normas procedimentales y de publicidad que se habrían aplicado aunque no 

hubiera existido dicha división, resultado fraudulento que el principio general 

pretende evitar (artículo 99.6 de la LCSP) y, en segundo lugar, lo que es más 

importante para este caso, en que no se trata de una partición caprichosa en 

prestaciones sin identidad funcional propia (claro indicio del carácter fraudulento 

del fraccionamiento); por el contrario, el artículo 99.3 de la LCSP recuerda que 

cada lote debe ser susceptible de “realización independiente” (ver, en este 
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sentido la Resolución 12/2019 del OARC / KEAO). Por lo que se refiere a los 

principios generales, es especialmente relevante determinar si la decisión de 

dividir y la elección de los criterios de la división se sustentan en razones 

atendibles que los justifican y que descartan una actuación arbitraria del poder 

adjudicador contraria a principios como el libre acceso al procedimiento de 

adjudicación, la igualdad de trato o la salvaguarda de la libre competencia; esta 

actuación se daría si, por ejemplo, la estructura del contrato a los efectos de su 

adjudicación se ha configurado de modo que beneficia o perjudica a un licitador 

o categoría de licitadores sin causa suficiente y proporcionada que lo explique. 

No obstante, debe señalarse que, a diferencia de lo que sucede con la decisión 

de no dividir, la decisión de dividir y la elección del criterio de configuración de 

los lotes no están sujetas a una motivación expresa que deba constar en el 

expediente. Finalmente, hay que señalar que los potenciales licitadores no tienen 

un derecho a exigir al órgano de contratación una estructura de los lotes que les 

sea favorable y que se imponga a la facultad de fijar discrecionalmente el objeto 

del contrato (ver, por ejemplo, la Resolución 8/2018 del OARC / KEAO).

Sentado lo anterior, a juicio de este OARC / KEAO, la justificación de la no 

división en lotes contenida en la cláusula 2 del PCAP explica de forma suficiente 

los motivos que han instado al órgano de contratación a no dividir el contrato en 

lotes. Consecuentemente, el poder adjudicador al configurar el contrato ha tenido 

en cuenta la obligación que le impone la LCSP de estudiar la conveniencia de la 

división del contrato en lotes y, siendo su criterio contrario al del principio general 

de división en lotes, expresa sus razones en el propio PCAP, sin que este 

OARC/KEAO pueda ni deba sustituir la decisión adoptada en el expediente por 

la propuesta del recurrente. Téngase en cuenta que el que la práctica común sea 

la contratación del servicio de mediación por tipo de riesgo no impide al órgano 

de contratación configurar el objeto del contrato y su clausulado de la forma que 

estime más adecuada para la satisfacción del interés público, para lo cual goza 

de una amplia discrecionalidad. En concreto, el recurrente no alega norma 

jurídica alguna que se vea contravenida y la invocación de una práctica del sector 

no descarta otras formas de contratar el servicio. Tampoco acredita que esta 

configuración del contrato haya sido efectuada en perjuicio o beneficio arbitrario 
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de algún licitador o tipo de licitador, ni que con ella se esté restringiendo 

injustificadamente la competencia. Consecuentemente, este motivo de 

impugnación ha de ser desestimado. 

d) Conclusión

La anulación de las cláusulas 7.1.2 y 7.1.3 del PCAP impugnadas conlleva la 

cancelación de la licitación debido a que la normativa de la Unión Europea 

aplicable a los contratos públicos obliga a la entidad adjudicadora a cancelar la 

licitación cuando, en el marco del procedimiento de recurso especial se declare 

la ilegalidad de una decisión relativa a alguno de los criterios de adjudicación y, 

por tal motivo, dicha decisión sea anulada por el órgano que conoce del recurso 

(ver, por ejemplo, la resolución 189/2019 de este OARC / KEAO y la sentencia 

del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 4 de diciembre de 2003, asunto 

C-448/01, ECLI:EU:C:2003:651, así como el artículo 57.2 de la LCSP). 

Por todo lo expuesto, de acuerdo con lo establecido en el artículo 46.1 de la 

LCSP y en la Disposición Adicional Octava de la Ley 5/2010, de 23 de diciembre, 

por la que se aprueban los Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma 

de Euskadi para el ejercicio 2011, la Titular del Órgano Administrativo de 

Recursos Contractuales de la Comunidad Autónoma de Euskadi:

RESUELVE

PRIMERO: Estimar el recurso especial en materia de contratación interpuesto 

por AON GIL Y CARVAJAL, S.A. CORREDURÍA DE SEGUROS, SOCIEDAD 

UNIPERSONAL contra los pliegos del contrato “Servicios de mediación de 

seguros y corretaje de riesgos y seguros para Transportes Urbanos de Vitoria, 

S.A. (TUVISA)”, tramitado por Transportes Urbanos de Vitoria, S.A. (TUVISA), 

anulando las cláusulas 7.1.2 y 7.1.3 del PCAP y cancelando la licitación.
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SEGUNDO: Notificar este acuerdo a todos los interesados en este 

procedimiento.

TERCERO: De acuerdo con el artículo 57.4 de la LCSP, requerir al poder 

adjudicador para que dé cuenta a este Órgano de las actuaciones adoptadas 

para dar cumplimiento a la presente resolución.

CUARTO: Contra la presente resolución, ejecutiva en sus propios términos, solo 

cabe la interposición de recurso contencioso- administrativo (artículo 44.1 Ley 

29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, LJ) en el 

plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente a la notificación de la misma 

(artículo 46. 1 LJ), ante el Tribunal Superior de Justicia del País Vasco (artículo 

10 k) LJ), de conformidad con el artículo 59.1 de la LCSP.

Vitoria-Gasteiz, 2020ko ekainaren 17a

Vitoria-Gasteiz, 17 de junio de 2020


